Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 24 minutos) 


En la sesión de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda de la tarde de hoy 
recibimos a representantes del Inciso 04, “Ministerio del Interior”, para tratar lo relativo a la Rendición 
de Cuentas. 


Le cedemos el uso de la palabra a la señora Ministra del Interior. 
SEÑORA MINISTRA.- Buenas tardes para todos y todas. 


Es un gusto, como siempre, compartir lo relativo a la Rendición de Cuentas con los 
integrantes de la que consideramos sigue siendo nuestra Casa. Voy a hacer una exposición de marco 
muy general sobre los temas que nos importan y, luego, la Directora General, doctora Blanca Arizeta y 
el contador Astor harán una exposición más precisa con respecto al articulado. 


En lo atinente a nuestro Inciso, consideramos que en esta Rendición de Cuentas hay 
grandes avances y, tal como dijimos en la Comisión respectiva de la Cámara de Representantes, su 
aprobación implica cosas muy importantes. En consecuencia, voy a hacer un resumen de lo que 
entendemos políticamente importante. 


Tal como saben los señores Senadores, en el artículo 136 figuran creaciones de cargos que 
son de vital importancia para el Ministerio y que, incluso, vienen con mucho rezago. El ejemplo 
paradigmático que citamos en la Comisión de la Cámara de Representantes y que recordamos acá, es 
el de Bomberos que, desde el año 1964 carece de creaciones de cargos. Tengamos en cuenta que el 
Departamento de Bomberos ha adquirido una dimensión de suma importancia en otras temáticas que, 
tal vez, en el año 1964 no existían, pero que ahora son de relieve. Si bien también hay reestructuras y 
supresiones de cargos -no me voy a referir al tema en detalle, porque eso lo harán los integrantes del 
equipo que me acompañan- este Capítulo resulta de suma importancia para nuestra mejor gestión. 


Al respecto, figura la creación de dos cargos de confianza y la explicación es de carácter 
político. Justamente, fundamentando el por qué de esto es que hemos mantenido reuniones, no sólo 
con la Cámara de Representantes, sino también con los Círculos y Sindicatos Policiales. 


En realidad, todos saben que uno de los pilares fundamentales del proyecto del Ministerio del 
Interior es, justamente, la dignificación y profesionalización de la Policía. Queremos garantizarnos 
perfiles de alto nivel técnico, tanto en la Dirección Nacional de la Escuela Nacional de Policía como en 
el Centro de Atención a la Víctima, creado por la Ley de Modernización y Humanización del Sistema 
Carcelario, pues nos resulta importantísimo; esto no quiere decir -porque hay una falsa interpretación- 
que no puedan ser policías. Para nada tiene este contenido; inclusive, en la propia Escuela de Policía 
contamos con profesionales y docentes o en la Institución con policías retirados -o retiradas- de gran 
formación que, por los impedimentos actuales de la Ley Orgánica Policial, no podemos nombrar en 
estos cargos. Estamos trabajando para procesar una nueva currícula, porque para nosotros la 
formación policial es importantísima y la Escuela Nacional de Policía cubre un enorme abanico en la 
formación, que va desde el personal subalterno hasta los estudios superiores, que estamos 
coordinando, ni más ni menos, con la Universidad de la República. Quiere decir que estamos 
propiciando que sea una casa de nivel terciario universitario y el perfil debería ser el de un rector o 
rectora. Por lo tanto, nos interesa garantizarnos que, además de conocer profundamente la institución 
policial y sus necesidades -lo que pueden hacer tanto el Director de Cursos como el Subdirector o la 
Subdirectora de la Policía- el cargo de Director o Directora tenga un fuerte perfil en lo que hace a 
gestión educativa, a llevar un proyecto educativo adelante. Esa es la fundamentación. Esto lo 
discutíamos con total sinceridad con los integrantes del Círculo Policial y les decíamos que nos parecía 
que había un cierto prejuicio cuando hablamos de cargo de confianza en el sentido de que, en general, 
es entendido como del mismo pelo político del Ministro o del Gobierno y esa no es nuestra concepción. 
Nosotros entendemos que este cargo nos debe permitir estar completamente seguros de que nuestro 


proyecto se va a llevar adelante y, en tal sentido, no le vamos a preguntar -como no le preguntamos a 
ninguno de los Jefes de Policía o jerarcas que nombramos- de qué pelo político son, porque no es 
nuestro estilo. 


El otro cargo que se crea es, justamente, el de Director del Centro de Atención a la Víctima 
del Delito. Esto fue profundamente debatido cuando se discutió en ambas Cámaras el proyecto de 
humanización de las cárceles, ya que constatábamos que quien quedaba completamente por fuera del 
binomio, siempre descuidada, era la víctima de delito y que necesitábamos -porque las nuevas 
tendencias en victimología así lo indican- tomar en cuenta el derecho y la contención de las víctimas. 
Por lo tanto, aquí también, más que un perfil fuertemente policial -que no excluye que en este caso sea 
un policía- se necesita contar con un fuerte perfil técnico, para que este Centro sea lo que debe ser. 
Hay que reglamentarlo, pero tiene como gran objetivo la contención primaria y la orientación de la 
víctima que, en general, reitero, queda desamparada, porque nadie la contempla ni la protege. 


Esto en cuanto a la creación de dos cargos de confianza, que tienen este objetivo y no otro. 


Luego hay un artículo muy importante que tiene que ver con el aumento de las 
compensaciones. Voy a poner como ejemplo al encargado de la Jefatura de Policía de Montevideo - 
luego, tanto la Directora como el contador Astor se referirán al tema en profundidad- que cobra, como 
compensación ante tan alta responsabilidad $ 1.100. Es absolutamente disparatado pedirle a una 
persona que está en actividad, que se encarga de una Jefatura y de una Dirección, que con esa cifra 
compense la enorme responsabilidad que está recayendo ante sí. Por lo tanto, lo que se propone - 
luego se darán las cifras concretas- es compensarlos con una partida de dinero por lo menos adecuada 
-tal vez no la ideal- al grado de responsabilidad. 


El artículo 139 es para nosotros muy importante -también se explicará más en detalle- 
porque en cierta forma concreta y pone un tope a la atención de hijos e hijas de funcionarios policiales, 
lo que hasta ahora no estaba establecido. Como ustedes saben, en Sanidad Policial no sólo se 
atienden los policías, sino también sus familias, a los que se suman los retirados policiales también 
con sus familias. Estamos ascendiendo así a casi cien mil personas en atención y, en ese sentido, nos 
parece que esta norma es bien importante. 


La supresión de la Unidad Ejecutora 32, “Prevención Social del Delito”, tiene un claro 
objetivo político. La prevención social del delito no es resorte ni materia del Ministerio del Interior; para 
eso existen otras instituciones en el Estado, que no es precisamente la Policía. Por lo tanto, este es el 
fundamento político de esta supresión, lo que no quiere decir, naturalmente, que el personal que hoy se 
está desempeñando en esta Unidad, no pase a formar parte de otras donde los necesitamos y mucho, 
como por ejemplo, el Centro de Atención a las Víctimas del Delito, donde algunos de ellos han 
desarrollado buenas prácticas. 


Por último me voy a referir a la construcción de nuevos establecimientos carcelarios, lo que 
figura en una disposición que establece un monto interesante y que involucra a los centros de 
Maldonado, Rivera, Santiago Vázquez y Treinta y Tres. 


Estas son algunas de nuestras prioridades; tenemos un montón de plazas, si no me equivoco 
son aproximadamente 1.000 y todos los señores Senadores saben, porque recientemente hemos 
estado en la Comisión Bicameral, que tenemos un déficit de 2.200 plazas. Por lo tanto, con las que ya 
se construyeron, que son alrededor de 1.500, con las que están en construcción y a punto de 
terminarse para agosto o setiembre y con lo que se prevé en esta Rendición de Cuentas, estaríamos 
logrando, no el ideal, pero si un aumento sustantivo de las mismas, atendiendo situaciones críticas 
sobre todo en Rivera y Maldonado. 


Por otro lado, hay artículos que si bien están fuera de nuestro Inciso, nos resultan muy 
importantes y sabemos que se van a aprobar. Es el caso, por ejemplo, del artículo 22 del Presupuesto 
general, que refiere al aumento en el monto de la canasta de fin de año del ticket alimentación, lo que 
significa un gran apoyo para todos los funcionarios, pero muy especialmente para los nuestros porque, 
si bien han logrado incrementos salariales que se van a completar en el período, hemos partido de una 


situación salarial muy crítica a nivel policial. Este refuerzo impacta directamente sobre la vida de 
nuestros policías y sus familias por lo que, aunque no tiene que ver con nuestro Inciso, nos parece muy 
importante mencionar. 


Como verán, hay fundamentos políticos y de orden de gestión que nos hacen solicitar las 
aprobaciones respectivas de los artículos. Es verdad -lo mencionamos porque ya lo hicimos en la 
Cámara de Representantes y queremos ser sinceros y decirlo también en el Senado- que habíamos 
solicitado nuevamente una partida fija para nuestro personal, pero suscribimos la Rendición de 
Cuentas y estamos de acuerdo en que no se puede gastar más de lo que hay en Caja. De cualquier 
manera lo dejamos dicho, porque hubiera sido una muy buena cosa lograr otra partida fija para la 
policía, ya que de esa forma se levantaría en forma considerable su salario y, sin duda, mejoraría la 
gestión. De todos modos, esto no quita que compartamos los criterios del Poder Ejecutivo y que, con 
nuestra firma, lo hayamos avalado, pero como lo dijimos en el Consejo de Ministros y en la Cámara de 
Representantes también queremos decirlo en esta Comisión de manera muy sincera. 


Seguidamente, señora Presidenta, si no hay inconveniente, cedería el uso de la palabra a la 
doctora Arizeta, para hacer algunas precisiones. 


SEÑORA ARIZETA..- En primer lugar quiero señalar que es un placer para mi estar en esta Comisión. 


En breve síntesis quiero decir que el proyecto de ley de Rendición de Cuentas del Ministerio 
del Interior fue formulado atendiendo a las propuestas y necesidades de todas las Unidades Ejecutoras 
del Inciso, luego fue limitado y acotado por las pautas dadas por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
de acuerdo a la realidad económica y financiera del país y, obviamente, también con un determinado 
criterio político en cuanto a qué gastos o qué inversiones suprimíamos. 


Nuestra Rendición de Cuentas tiene tres ejes que son fundamentales y un cuarto eje que 
creo que es de orden o de ordenamiento contable financiero. El primer eje es el que atiende a los 
recursos humanos o sea a la creación de cargos en Unidades que son importantes, como es el caso de 
la Dirección Nacional de Bomberos y otras Unidades como la Dirección Nacional de Policía Caminera, 
la Dirección Nacional de Migración y la Dirección Nacional de Identificación Civil. No debemos olvidar 
que si bien el Ministerio del Interior tiene como cometido fundamental y esencial el mantenimiento del 
orden y de la seguridad pública, no es menos cierto que es uno de los Ministerios más complejos y que 
tiene asignado un sinnúmero de competencias, hasta competencia residual, es decir, todo aquello que 
nadie quiere corresponde, también, al Ministerio del Interior. Quiero mencionar esto, porque hubo 
alguna discrepancia por la creación de algunos cargos administrativos, particularmente en la Dirección 
Nacional de Migración y en la Dirección Nacional de Identificación Civil, que son importantes porque 
cumplen un papel fundamental. Están dentro de la órbita del Ministerio del Interior y también 
corresponde que las atendamos porque, como dice el refrán: “Quien tiene tienda que la atienda y si no 
que la venda”. Muchas veces nos olvidamos de que, además de la seguridad pública y de las Jefaturas 
de Policía, existen once Direcciones Nacionales con competencia muy diferenciada. Si tienen que estar 
o no en la órbita del Ministerio del Interior, será una cuestión a debatir dentro de lo que es el marco de 
la Ley Orgánica Policial que, adelanto, muy pronto estará a consideración de este Parlamento, pero 
mientras las tengamos debemos atenderlas. 


En cuanto a los recursos humanos también proponemos algún cambio en las estructuras 
administrativas organizativas de algunas Unidades Ejecutoras; se trata de cambios menores, pero que 
tienden a brindar mayor movilidad a los escalafones, porque sabemos que la movilidad, la carrera 
administrativa y el ascenso son los estímulos más importantes que tiene el funcionario. Entonces, 
dentro de los límites presupuestarios con los cuales nos tenemos que manejar atendimos aquellas 
necesidades que resultaban más urgentes. Por ejemplo, en este eje de recursos humanos debimos 
atender la creación y supresión de cargos a fin de contemplar sentencias del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que anulaban dos instructivos del Ministerio del Interior del año 2002, que 
suprimieron los paréntesis en los Subescalafones PT y PE. Ello dio lugar a reclamos ante el Tribunal, 
que anuló esos instructivos por ser contrarios a las reglas del Derecho y, por ello, el Ministerio del 
Interior tuvo que proceder a toda la adecuación de los cargos de aquellos que se vieron postergados 
por el acto administrativo anulado. 


Ese es uno de los ejes, es decir, atendemos los recursos humanos, que creo que son 
fundamentales en cualquier institución del Estado ya que representan el capital mayor con el que se 
cuenta. Lamentablemente, como dijo la señora Ministra del Interior, no lo hicimos con la fuerza que 
hubiéramos querido, porque no pudimos obtener el aumento de la partida. 


El segundo eje es el de las inversiones, donde tuvimos que suprimir unas cuantas de las que 
teníamos previstas. Fundamentalmente, atendemos tres. Una de ellas es la referida a las cárceles -que 
ya fue mencionada por la señora Ministra- que es un tema acuciante y complejo. Otra es la adquisición 
de un sistema AFIS de búsqueda automática de huellas dactilares para la Dirección Nacional de Policía 
Técnica, que permite individualizar e identificar en tiempo real al detenido, no sólo en la Dirección 
Nacional de Policía Técnica, sino en puestos remotos, en las Jefaturas de distintos lugares del país, en 
puertos, en aeropuertos y en oficinas móviles, colaborando con la eficiencia y eficacia de la labor 
policial. 


Una tercera inversión que también para nosotros es muy importante porque, seguramente, 
va a implicar un salto cualitativo en lo que refiere a seguridad, tiene que ver con la adquisición de un 
sistema tecnológico de alta seguridad que es bastante complejo. En los fundamentos de la Rendición 
de Cuentas explicamos esto con más detenimiento y aunque no me animo a hacer un resumen -porque 
se trata de un aspecto demasiado técnico- puedo decirles que va desde el sistema de cámaras de 
vídeo de vigilancia en determinados puntos neurálgicos de la capital del país y de Canelones, en 
cárceles, en materia migratoria, hasta el sistema GPS para los móviles y toda una red de 
informatización y comunicaciones permitirá dar una respuesta más pronta y rápida ante una 
emergencia policial. Es un sistema tecnológico de gran complejidad y aspiramos a que, de aprobarse la 
Rendición de Cuentas, pueda comenzar a funcionar en 2008, más allá de que su implementación total 
demandará un período de un año y medio o dos. 


Por otra parte, debemos hacer mención a aquellas normas que tienden a una adecuación en 
materia, fundamentalmente, de ordenamiento presupuestal y financiero, a lo cual se referirá más en 
detalle el contador Astor. 


Finalmente, el proyecto de ley contiene un artículo que generó cierta polémica -si no me 
equivoco, ya fue zanjada- y que dio lugar a una modificación que planteamos a nivel de la Comisión 
respectiva de la Cámara de Representantes. Concretamente, se trata de la disposición que establece 
el ascenso sin tiempo a los grados de Inspector Principal e Inspector General de la carrera 
administrativa. A mi juicio, la confusión provino del hecho de que la redacción primigenia no 
contemplaba determinados aspectos. Sin embargo, antes de que el proyecto de ley fuera remitido al 
Parlamento, nosotros elevamos al Ministerio de Economía y Finanzas un nuevo texto. Por lo general, 
esta Cartera hace especial hincapié en las cuestiones numéricas y, entonces, este tipo de 
modificaciones que no generan costo a veces pasan inadvertidas. Eso llevó a que el proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas enviado al Parlamento no incluyera esa nueva redacción. 


Pues bien, nuestra propuesta es la siguiente. Hace varios años que vienen quedando 
vacantes en el grado de Inspector Principal -siete u ocho- que no es posible llenar. Sucede que a nivel 
de los Comisarios Inspectores la situación está trancada y no contamos con Inspectores Mayores en 
condiciones de ascender, lo que hará que el próximo año tampoco podamos cubrir esas vacantes. Por 
lo tanto, la solución que se encontró fue permitirles ascender con dos años de antigúedad en el grado, 
obligándolos a rendir -en las siguientes oportunidades que prevé la Ley Orgánica Policial- el respectivo 
curso o concurso de grado. Queda claro, pues, que no estamos regalándoles nada sino, simplemente, 
permitiéndoles ascender antes de los cuatro años. Además, es de destacar que en caso de que no 
rindan los exámenes o no los aprueban en tres años consecutivos, quedan en situación de retiro 
obligatorio -si hubieran alcanzado el coeficiente- o inhabilitados en forma definitiva para el ascenso. De 
todos modos, reitero, la actual redacción de este artículo es el que elevó, en su momento, el Ministerio 
del Interior. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Podría indicar de qué disposición se trata? 


SEÑORA ARIZETA.- Es el artículo 144 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes, que corresponde al 138 del remitido por el Poder Ejecutivo. Como señalé, la primera 


versión permitía el ascenso con dos años de antigúedad y establecía muy poca cosa más, sin incluir 
los otros incisos que disponen que deben rendir las pruebas o concursos de grado y que fueron 
recogidos a nivel de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo tanto, en el proyecto que tenemos a consideración figura la redacción 
correcta. 


SEÑORA ARIZETA.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR ASTOR.- Quisiera referirme a algunas cifras generales sobre la ejecución presupuestal del 
Ministerio del Interior en el Ejercicio 2006. Se ejecutaron $ 5.500:000.000, equivalentes a US$ 
230:000.000, en todas las fuentes de financiamiento, de acuerdo con el siguiente detalle: US$ 
181:000.000 por financiamiento de Rentas Generales; US$ 39:000.000 de recaudación propia y US$ 
8:000.000 por fondos de terceros que, fundamentalmente, están constituidos por los aportes de los 
propios policías a Sanidad Policial y a Tutela Social Policial. Dicha ejecución, sobre un presupuesto 
total de $ 5.830:000.000, equivalentes a US$ 242:000.000 del año 2006, representa casi un 95% de las 
asignaciones presupuestales; un 97% de la ejecución de esto corresponde a Fondos de Recaudación y 
un 94% a Rentas Generales. En la menor ejecución de Rentas Generales incide la no ejecución de la 
parte de retribuciones salariales correspondiente a las vacantes que aún no se han podido llenar, sino 
que están en ese proceso. 


En este proyecto de ley de Rendición de Cuentas se prevén recursos adicionales para el 
Ministerio del Interior para el trienio 2007-2009 por unos US$ 16:600.000. La iniciativa tiene la 
particularidad de que se prevén partidas para este Ejercicio 2007 y, además para los Ejercicios 2008 y 
2009. Concretamente, se prevén US$ 5: 200.000 para inversiones para el año 2007, US$ 7:500.000 
para el 2008 y US$ 3:900.000 para el 2009. 


En cuanto a la división de dichas partidas adicionales por los grandes rubros, en lo 
correspondiente al Ejercicio 2008 -que es el incremento mayor- la cifra que corresponde a la parte de 
cargos, retribuciones salariales, es de US$ 13:000.000 e incluye también el aumento previsto en las 
retribuciones salariales con vigencia a enero, tanto por IPC como por recuperación salarial. Esas 
partidas ya fueron votadas en el Presupuesto y en la Rendición de Cuentas anteriores. En este 
proyecto de ley se agregan US$ 7:500.000 más, de los cuales US$ 2:600.000 corresponden a 
creaciones de cargos y US$ 4:900.000 a partidas de inversiones. Juntado esto a lo que mencionaba 
anteriormente de lo ya votado en la Ley de Presupuesto y Rendición de Cuentas del año 2005, 
totalizan US$ 25:000.000 adicionales para el Ejercicio 2008. Decimos esto simplemente a modo de 
introducción a la parte numérica de la Ejecución Presupuestal y el Presupuesto para los Ejercicios 
siguientes. 


Con relación al articulado, debemos señalar que la numeración que estábamos dando 
corresponde a la versión aprobada en la Cámara de Representantes; seguramente si alguien estaba 
mirando el proyecto original, advertirá que son seis números de diferencia. 


El artículo 136, que contiene las creaciones de cargos, tiene un costo de $ 57:140.000 y 
comprende un total de 488 cargos, de los cuales 425 son de personal ejecutivo -policías ejecutivos- 31 
son contratados policiales -fundamentalmente técnicos y especializados; y, a su vez, hay 35 
administrativos y 5 cargos del Escalafón Técnico Profesional y ajustes en el Escalafón de Servicios, 
donde se suprimen 8 cargos, lo que da un neto de 488 cargos adicionales. De ellos, 335 son para la 
Dirección Nacional de Bomberos y, dentro de esos, 330 son ejecutivos de dicha Dirección; a su vez, 
hay 5 contratados que son técnicos, ingenieros y arquitectos. 


En la Dirección Nacional de Policía Caminera se crean 42 cargos, de los cuales 40 son 
personal ejecutivo, mientras que 2 son técnicos informáticos. 


En la Dirección Nacional de Cárceles, se crean 49 cargos en forma neta, porque son 53 
ejecutivos, menos 8 que se suprimen de personal de servicio, más 5 técnico-profesionales, donde hay 
fundamentalmente personal médico. 


Luego hay creaciones menores, pero también importantes para cada una de esas 
Direcciones, como es Identificación Civil, donde hay 15 cargos de personal administrativo; la de 
Migración, donde los cargos son 10, mientras que en Asistencia Social Policial los cargos son 14. No 
quiero abundar demasiado en este tema porque el motivo, en cada una de las Direcciones 
mencionadas, ha sido fundamentado tanto por la señora Ministra como por la señora Directora 
General. En el caso particular de la Dirección Nacional de Bomberos, que tiene 44 destacamentos 
más respecto a su plantilla actual de personal, se ha registrado una diversificación de los riesgos y 
siniestros en los que debe intervenir. En los últimos años, a dicha Dirección se le han incorporado 
tareas que incluyen transporte y manipulación de mercaderías peligrosas y, además, ha visto 
aumentada su intervención en accidentes vehiculares. También se puede advertir una gran exigencia 
profesional por la especialización en determinadas áreas de actividad, tales como en instalación de 
procesamiento, almacenamiento y manipulación de combustibles en Aeropuertos y Puertos. Todo ello 
le ha significado a la Dirección Nacional de Bomberos una exigencia mayor, que no ha sido atendida 
con el personal necesario. 


La Dirección Nacional de Policía Caminera -que es otra de las Direcciones que registra una 
mayor cantidad de creaciones- actualmente tiene un presupuesto basado en un despliegue de fuerzas 
en la zona sur del país que viene de muchos años. Por esa razón, ha debido crear -tal como ocurrió 
con la Dirección Nacional de Bomberos- nuevos destacamentos en todo el país y ello se ha hecho a 
costa de carencias de personal y en detrimento de la calidad del servicio. En el día de hoy hay una 
gran intensidad del tránsito carretero y cantidad de vehículos que desarrollan mayores velocidades, por 
lo que estamos tratando de que esto se acompase con la cantidad y calidad de personal necesario. 


En la Dirección Nacional de Cárceles -que también tiene una creación importante de cargos- 
estamos complementando las creaciones de cargos -que fueron sustanciales- que se realizaron en la 
Rendición de Cuentas del año pasado. En esta ocasión lo que estamos procurando es corregir 
determinadas situaciones planteadas relativas, por ejemplo, a la provisión de personal para la cárcel 
especial para militares y a la próxima reinauguración del sector carcelario del Penal de Libertad. 
Además, por el presente proyecto de ley de Rendición de Cuentas se prevé la construcción de cuatro 
nuevos establecimientos carcelarios. 


Esto era cuanto tenía para informar sobre las creaciones principales de cargos. 


En el artículo 138 se prevé el aumento de las compensaciones para las jerarquías de las 
Unidades Ejecutoras. En este momento, se contemplan situaciones no previstas por la normativa 
vigente, como es el caso de que en circunstancias transitorias o particulares haya que designar 
encargados de Unidades que deberían tener a su frente un cargo político o de particular confianza. En 
ese caso, quien asume transitoriamente el cargo es un policía de carrera a quien, indudablemente, le 
representará un incremento de su responsabilidad e intensidad de trabajo. La señora Ministra ponía el 
ejemplo del actual encargado de la Jefatura de Policía de Montevideo que cobra como Inspector 
Principal lo mismo que perciben sus pares Inspectores Principales, salvo $ 1.100 por ser Jefe de 
Policía de Montevideo. Este tipo de compensación es la que estamos ajustando en este artículo 138. 
De acuerdo con esto, el Jefe de Policía de Montevideo pasaría a cobrar, aproximadamente, por esa 
compensación, $ 8.500 nominales, que equivaldría a $ 6.700 líquidos. Esta cifra todavía no es la que 
corresponde para ese tipo de cargos, pero actualmente lo estamos multiplicando más que por seis. 
Seguramente en alguna instancia futura hagamos un ajuste adicional. Lo mismo podríamos decir para 
los encargados de las otras Unidades Ejecutoras que no fueron previstos. En el artículo 139 se 
contempla una situación que ya tuvo su corrección inicial en la Rendición de Cuentas del año pasado, 
dando cobertura médica a los hijos de policías mayores de 21 años, que quedaban sin esa cobertura al 
cumplir la mayoría de edad. La norma anterior, propuesta por Sanidad Policial, recogió directamente el 
planteo de las instituciones sociales policiales y si bien era facultativa, porque la Dirección Nacional 
podía establecer las limitaciones, preferimos que la ley determine la limitación de edad en 29 años, 
siempre que el beneficiario no se haya insertado en el mercado laboral y continúe estudiando. 


En el artículo 142 se plantea una transposición entre rubros de gastos, a los efectos de cubrir 
nuevos gastos de carácter permanente, llevándose a cabo una disminución en las asignaciones de 
Secretaría. Estamos hablando de $ 3:300.000, de los cuales $ 1:300.000 se destinan a la asistencia 
social policial, a efectos de cubrir el servicio de pago a través de cajeros automáticos del Banco de la 
República a todos los retirados y pensionistas policiales y los $ 2:000.000 restantes al Patronato 


Nacional de Encarcelados y Liberados, para que pueda cumplir con dos funciones que resultan muy 
difíciles de llevar a cabo por falta de recursos. Una de ellas corresponde a lo previsto por el literal a) del 
artículo 6% del Decreto N* 417 de 1985, en virtud del cual el Patronato debe asistir a aquellos reclusos 
carentes de recursos que no reciben visitas de familiares ni de amigos y no cuentan con los más 
elementales artículos de primera necesidad, ya sea de higiene personal, calzado, abrigo, etcétera. En 
virtud de la reglamentación, el Patronato debe proveer esos elementos a los reclusos que no cuentan 
con recursos propios. Asimismo, con esa partida el Patronato debe cumplir con su función de asistir a 
los Patronatos departamentales, que no han podido operar en la forma que deseamos por carecer de 
recursos económicos. Ese aporte del Patronato Nacional hacia los departamentales se considera 
fundamental para lograr la reactivación de estos últimos. 


En el artículo 143 se proponen cambios en las fuentes de financiamiento: disminución de 
créditos con cargo a la Financiación 1.2, que es recaudación del Ministerio del Interior y aumento con 
cargo a la Financiación 1.1 “Rentas Generales”. Este cambio deriva de la aplicación del artículo 119 de 
la Ley de Rendición de Cuentas 2005, que es la N* 18.046, que determinó el pasaje a Rentas 
Generales de los saldos no comprometidos de recaudación al 31 de diciembre de 2006. El Ministerio 
determinó que esos saldos, que alcanzaron un monto de $ 270:000.000, pasaran a Rentas Generales, 
por lo que los créditos que se había previsto financiar con esos montos, ahora, siguiendo el camino del 
dinero, pasan a ser financiados por Rentas Generales, con lo cual el Ministerio no pierde crédito por no 
contar con disponibilidad financiera. 


En el artículo 145 solicitamos autorización para que el Ministerio pueda llamar a licitación para 
la construcción del nuevo establecimiento carcelario de Maldonado, así como de un nuevo módulo en 
el Complejo Carcelario de Santiago Vázquez, por el mecanismo de concesión de obra pública. 
Estamos hablando de 300 plazas en cada uno de ellos, por lo que sería un total de 600 entre los dos. 


En virtud de las limitaciones lógicas para la asignación de recursos adicionales a los que ya 
se nos han dado y dada la insuficiente e inadecuada infraestructura carcelaria -tanto en cantidad como 
en calidad de plazas- pretendemos recurrir a este mecanismo para llevar a cabo la construcción de los 
establecimientos por medio de la inversión privada. En este caso, la idea es que el Estado pague por 
los usuarios. Está a estudio qué alcance tendrá la concesión, que comprenderá desde la construcción 
de la infraestructura hasta los servicios que puedan ser concesionados. Podemos mencionar, por 
ejemplo, el mantenimiento edilicio de las instalaciones sanitarias y eléctricas, así como la limpieza y los 
servicios de apoyo, como es la preparación de la alimentación. 


Esta es una experiencia piloto para nosotros, de la que dependerá lo que hagamos en el 
futuro. La rápida ejecución de la licitación y posterior construcción de los establecimientos puede ser 
una solución complementaria a la asignación de recursos presupuestales, efectuándose tanto por 
convenios con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas como por las licitaciones de obras. 


Por el artículo 146 se incrementan asignaciones para proyectos de inversión particularmente 
importantes. Acá aparece nuevamente el tema carcelario pero, como mencioné anteriormente, para 
licitar, como seguramente se hará para los casos de Rivera y de Treinta y Tres, para las primeras 
etapas -aunque pretendemos que ya en 2009 puedan estar habilitadas las cárceles de esos dos 
departamentos-; y también para el sistema de búsqueda automático de huellas digitales. Sobre esto 
último ya existe una base de 40.000 personas con antecedentes y el sistema ha mostrado la utilidad en 
cuanto a la obtención de una respuesta rápida para la identificación de personas por medio de huella 
digital. Con la adquisición del sistema, en una primera etapa pensamos llegar a tener un millón de 
registros, lo que sin duda va a ser una herramienta muy importante, tanto en la investigación de los 
delitos como en el control migratorio y en el trabajo que realizan otras Direcciones Nacionales, además 
de la Dirección Nacional de Identificación Civil y la Dirección Nacional de Migraciones. 


En el artículo 147 está planteada la creación del Proyecto 891, "Sistema Integral de Tecnología 
Aplicada a la Seguridad Pública", asignándosele US$ 4:000.000 para los Ejercicios 2007 y 2008. Este 
proyecto se enmarca en una política de fortalecimiento de la capacidad institucional del Ministerio, en 
este caso a través de la incorporación de tecnología, fundamentalmente informática y de 
comunicaciones. El Proyecto se compone de diversos módulos, que van desde un Centro Nacional de 
Comando Unificado, Sistema de Voz sobre IP en la red policial, Sistema de Videoconferencia, una red 


inalámbrica en el departamento de Montevideo que permite las comunicaciones en forma privada con 
ocho antenas centrales y otras cincuenta antenas adicionales para diversas dependencias, Sistema de 
Transmisión de Datos en el interior del país a través de instalación de "routers" y terminales en todas 
las Jefaturas de Policías del país, así como en sus puntos de entrada y salida, Sistema de Alimentación 
Eléctrica, Sistema de Videovigilancia de Montevideo, Sistema de Gestión Carcelaria, Sistema de 
Control Migratorio y Sistema de Reconocimiento de placas vehiculares. Asimismo, hay dos módulos de 
capacitación e instalación de ingeniería. Si bien el proyecto tiene un costo superior, seguramente, se va 
a establecer un orden de prioridades dado que está dividido en módulos. Se considera de particular 
importancia llevar adelante este proyecto por el fortalecimiento tecnológico que implica para el 
Ministerio del Interior. Además, está prevista su integración con los sistemas informáticos ya existentes 
y la conexión con otras instituciones del Estado, como es el caso de la Junta Nacional de Drogas y el 
Sistema Nacional de Emergencia. 


Este proyecto abarca una serie de beneficios para los ciudadanos que concurran a 
dependencias policiales por expedición de documentación, en la recepción de denuncias, en la 
reducción de los tiempos de respuesta, en el efectivo y más rápido control de documentación de 
personas y bienes, etcétera. Sin duda, se trata de un proyecto casi ideal que va a llevar algunos años 
por el esfuerzo financiero que implica y por las complejidades de implementación. 


Por el artículo 148 se modifica el porcentaje establecido por el artículo 139 de la Ley N* 
16.736 que creó un Fondo Central en la Secretaría del Ministerio del Interior para atender necesidades 
financieras de Unidades Ejecutoras deficitarias o que, por determinadas circunstancias, requieran 
asistencia presupuestal. Parte de la fundamentación radica en el artículo 119 de la Ley N* 18.046 -a la 
que hice referencia- que llevó los saldos no utilizados a Rentas Generales. 


En este caso ya tenemos previsto que más Unidades Ejecutoras van a necesitar asistencia del 
Fondo Central. A su vez, el Fondo Central va a requerir que aquellas Unidades -que no son muchas- 
que tienen más recaudación que créditos presupuestales y que, incluso, pueden tener un excedente 
superior al 50% -que es el porcentaje que se modifica y pasa al 75%- puedan transferir el total al Fondo 
Central, de manera de optimizar, a nivel de Inciso, la utilización de los Fondos de Recaudación. 


Por último, por el artículo 149 se modifica el artículo 62 de la Ley N* 13.892 que refiere a la 
distribución de la recaudación por la cobranza de los servicios del artículo 222 que hoy es de un 80% y 
de un 20% en forma estricta, rígida. En la actualidad existen determinados servicios de 222 con un 
precio diferencial donde no encaja esta distribución por una razón de costos de equipamiento. Me 
refiero, por ejemplo, al servicio requerido con arma automática -que no existía antes de esta 
reglamentación- o con personal a caballo o con can que, sin duda, tiene un precio superior a la hora- 
hombre común y requiere mayor inversión en equipamiento. Eso hace que no se ajuste el 80% y el 
20% a la distribución de los costos por ese servicio especial. También se deja constancia de que a los 
policías que presten este servicio directamente se les pagará la compensación siempre que presten el 
servicio fuera del horario ordinario, para evitar eventuales reclamos. A pesar de que han sido casos 
muy puntuales, queremos dar solución definitiva a este asunto. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Ya se autoriza a cobrar más ese servicio? Es lógico que el 80% no se lo lleve el 
funcionario cuando hay una inversión mayor del Ministerio. Pero, ¿también está autorizado el Ministerio 
a cobrarlo más ya o necesita base legal? 


SEÑOR ASTOR.- Los precios del servicio salen por vía reglamentaria y por esa vía es que se 
establecieron esos servicios especiales. 


Hay dos artículos que están fuera del Capítulo correspondiente al Ministerio del Interior, a 
uno de los cuales, el 22, ya hizo referencia la señora Ministra y cuya importancia para el personal 
policial ratificamos, sobre todo para el personal de los grados bajos. Sin duda, esa canasta de fin de 
año y el mejoramiento de su monto, representa un estímulo importante. 


Por otra parte, en el artículo 299 se establece la incorporación del descuento de Sanidad 
Policial como deducción admitida en el IRPF. 


Esas son todas las precisiones que queríamos hacer en este momento. 


SEÑOR PENADES.- La señora Ministra inició su intervención informando sobre las aspiraciones que el 
Ministerio del Interior legítimamente tiene de poder atender algunos requerimientos del personal a su 
cargo, cuyos ingresos -todos coincidimos- son muy exiguos en comparación con lo que se espera de 
dicho Ministerio y de la Policía y, fundamentalmente, con las exigencias de eficacia y eficiencia que se 
le plantean respecto del mantenimiento de la seguridad pública y de la lucha contra el delito. 


Me gustaría saber si el Ministerio del Interior tiene algún cálculo realizado del porcentaje en 
que participa, en el total del aumento del gasto que se ha venido registrando con relación a las dos 
últimas Rendiciones de Cuentas. Es decir, del total del aumento del gasto, ¿cuánto se ha destinado al 
Ministerio del Interior? Es público y notorio que esta última Rendición de Cuentas tiene un aumento 
significativo del gasto, lo que el propio equipo económico ha sostenido aquí en ocasión de su visita. 


Respaldamos los objetivos de la señora Ministra al tratar de brindar a la población en general 
un aumento de la seguridad pública y compartimos los reclamos del Ministerio, pero nos sorprende que 
no se hayan atendido, ni siquiera en una mínima proporción, cuando el gasto se viene incrementando 
en cada Rendición de Cuentas. 


Agradeceríamos que se nos hiciera llegar la información, si no se dispone en este momento 
de ella, porque nos parece muy importante. También sería una información muy importante si se 
pudiera elaborar un comparativo con la incidencia en porcentaje que, en el total del Presupuesto 
Nacional, implica el Ministerio del Interior en relación con el de anteriores Administraciones. 


La segunda pregunta tiene que ver con la modificación de un artículo -al que, además, me 
parece que debería buscársele otra redacción- en el que se establece, entre otras cosas, que el nuevo 
Director de la Escuela Nacional de Policía puede dejar de ser un Oficial en actividad o en situación de 
retiro. Nos gustaría conocer los motivos por los cuales el Ministerio del Interior promueve un artículo en 
ese sentido cuando, hasta ahora, era tradición que un Director de la Escuela Nacional de Policía fuera 
un ciudadano que reuniera la condición de integrante de la Policía Nacional como Oficial. 


En tercer lugar, respecto del artículo 143, me quedó clara la explicación que se hacía recién 
con relación a la modificación de la financiación -1.1 en lugar de 1.2- pero me gustaría aclarar un 
punto, respecto del programa 001 "Administración", Unidad Ejecutora 001 "Secretaría del Ministerio del 
Interior", Objeto del Gasto 199, donde el monto previsto para el año 2008 es de $ 25:000.000 y el del 
año 2009 es de $ 112:000.000. Quisiera conocer cuál es el objeto de este aumento del gasto y, si el 
mismo ya se explicó, pido disculpas por no haberlo escuchado oportunamente. 


SEÑORA MINISTRA.- Antes de darle la palabra al contador Astor, quisiera hacer algunas precisiones 
de carácter político, ya que no las considero menores. Desde ya decimos con total sinceridad dos 
cosas: en primer lugar, que habíamos solicitado un monto superior para el rubro salarial y, en segundo 
término, que firmamos la Rendición de Cuentas y que éramos contestes con ésta. De cualquier 
manera, no voy a ofender a los señores y señoras Senadoras, ya que la diferencia es obvia; tal vez no 
llega al monto que hubiéramos deseado -porque el Ministerio del Interior es un agujero negro que no sé 
cuánto dinero necesitaría para llegar más o menos a la superficie- pero de todos modos la diferencia es 
obvia y hay un incremento -el contador Astor dará las cifras exactas- que supera ampliamente lo que 
fueron largas historias de Rendiciones de Cuentas con gasto cero. Tal vez no se llegue al dinero que 
necesitamos, pero hay recursos que nunca se obtuvieron en Administraciones anteriores. De todos 
modos, no nos alcanza -lo hemos dicho hasta el cansancio- porque partimos de una situación 
financiera del Ministerio muy crítica. Los que me conocen saben que no me gusta cobrar para atrás, 
porque no tiene ningún sentido, pero pongamos todos los elementos sobre la mesa. Las prioridades 
que estableció el Gobierno en esta oportunidad y las discusiones que se dieron en el Consejo de 
Ministros y luego en la Bancada de Legisladores oficialistas, son por todos conocidas y allí 
compartimos la prioridad para la educación. Pero ello no quiere decir que no se haya invertido en 
nuestro Inciso. En tal sentido, voy a solicitar al contador Astor que brinde los números que solicitaba el 
señor Senador Penadés con respecto a las dos últimas Rendiciones de Cuentas. 


SEÑOR ASTOR.- Con respecto a este tema hay que hacer referencia a lo que ya fue planteado en la 
presentación del proyecto de Ley de Presupuesto. 


La seguridad pública fue incluida dentro de las cuatro áreas prioritarias de este Gobierno y 
ello se reflejó en el Presupuesto, con incrementos anuales previstos hasta el año 2009 en porcentajes 
muy significativos. En el año 2006 la ejecución del nuevo Presupuesto nos permitió solucionar un 
montón de problemas que venían arrastrándose desde hace muchos años como la compra de 
uniformes para el personal, la alimentación, los medicamentos en los establecimientos penitenciarios y 
un montón de suministros más, inclusive hubo una recuperación salarial importantísima dentro de la 
cual el personal policial ha tenido los mayores porcentajes. 


Sin ir más lejos y como los señores Senadores recordarán, en la Rendición de Cuentas del 
año 2005, se aprobó un adicional de US$ 20:000.000 más unos $ 500:000.000 para el Ministerio del 
Interior, cifra que fue bastante superior a la de otros Incisos. No tenemos en este momento un 
comparativo, seguramente, el Ministerio de Economía podría haber sido más apropiado con la 
distribución del Presupuesto entre los Incisos de la Administración Central. Sí podemos decir que en el 
actual proyecto de Rendición de Cuentas, como ya ha sido publicado, hay un incremento de gastos 
previsto de US$ 185:000.000, de los cuales la parte que está comprometida para la salud es de US$ 
72:000.000 y quedó un resto, del total, de US$ 32:000.000 para distribuir entre los demás Ministerios y 
el que recibió la mayor parte fue el Ministerio del Interior, con una cifra de US$ 7:500.000 para el 2008. 
Ahora bien, si tomamos las partidas que se votan para los Ejercicios 2007 y 2009 hay un incremento de 
las asignaciones presupuestales que suman US$ 16:600.000. 


En cuanto al tema de la Unidad Ejecutora 001 estamos hablando de asignaciones 
presupuestales a nivel casi mínimo de objeto de gasto. Si bien en la Constitución de la República se 
dice que el Poder Legislativo se pronunciará y que el Presupuesto será planteado a nivel de cada 
Inciso y que dentro de cada Inciso se hará por programa -no hay una obligación constitucional de la 
apertura por objeto- estamos llegando a un grado de detalle donde se hila muy fino. En particular 
cuando se presenta el crédito para el grupo 1 se lo hace agrupado en el Objeto de Gasto 199, que es 
el objeto madre y, a medida que el Presupuesto se va ejecutando en cada Ejercicio, ello va afectando a 
cada ítem del grupo 1 -por ejemplo, el 111 alimentación o 122 prendas de vestir- y va bajando desde el 
199 afectando a los objetos reales de gasto por lo que, si bien había una asignación de unos cuantos 
millones de pesos iniciados en el 199, cuando presentamos la ejecución lo hicimos imputando a cada 
objeto de gasto. En definitiva, se aplicó ese crédito presupuestal. 


SEÑOR PENADES.- Desde el momento en que en la Rendición de Cuentas el Poder Ejecutivo remite 
el detalle en el artículo 143, los Senadores preguntamos sobre los que nos parece y, en todo caso, 
será la señora Ministra quien tendrá que responder ante nosotros en cuanto a si es correcta o no la 
pregunta. Lo que quiero decir es que lo que llama la atención en cuanto a este programa establecido 
en el Ministerio del Interior es que en el año 2008 se tiene previsto y se autoriza un gasto de $ 
25:000.000 y para el año 2009 dicho gasto se multiplica casi por cinco. Entonces, lo que quiero saber 
es por qué se pasa de $ 25:000.000 en el año 2008 a $ 112:000.000 en el año 2009. Era en ese 
sentido que queríamos conocer el motivo por el cual se tenía previsto un aumento exponencial tan 
importante. Por supuesto que no quiero saber las menudencias que lo componen, pero sí cuál es el 
motivo por el cual el objeto de ese gasto establecido en el artículo 143 tiene una modificación de cuatro 
veces y media de un año al otro. 


SEÑOR ASTOR.- Me quedó más claro ahora hacia dónde apunta la pregunta. 


El grupo 1 que, como decía, incluye el Objeto 199 y es hacia donde va inicialmente la partida, 
es con el que se financia la compra, por ejemplo, de prendas de vestir. Lo mencioné y dije que era el 
Objeto 122. Precisamente, para el año 2009 es mayor el porcentual de aumento dado ya por la Ley de 
Presupuesto y, justamente, esa partida adicional se cargó toda al grupo 1, para hacer una renovación 
más importante, porque el principal rubro de nuestros gastos -o uno de los principales- es la compra de 
uniformes, incluido el calzado, para el personal. Entonces, esos adicionales permiten que se pueda 
hacer con mayor frecuencia la reposición de las prendas. Ahora gradualmente lo vamos mejorando y 
ello seguirá así si se cumplen las previsiones. Reitero que el mayor crédito del quinquenio vamos a 
tenerlo en el año 2009 y ahí se cargó el adicional correspondiente a ese año. 


SEÑORA MINISTRA.- El señor Senador Penadés formuló una pregunta más que tiene que ver con el 
artículo 137, sobre el que ya expuse, pero no tengo inconveniente en repetir la fundamentación. 


El señor Senador se refería a la creación, como cargo de confianza, del Director de la 
Escuela Nacional de Policía. Ya lo expuse, voy a volver a exponerlo y agregaré algún otro dato. 
Ustedes tienen que saber -por la información que hemos dado- que se están llevando adelante, con la 
colaboración de AECI, que es la Asociación Española de Cooperación Internacional, varios rubros de 
trabajo para la reingeniería del Ministerio. Uno de ellos tiene que ver con la currícula y la formación 
profesional y las discusiones se realizan con el personal policial, incluidos los técnicos extranjeros que 
puedan venir, pero también con los Oficiales, los Círculos y los Sindicatos, es decir que participan 
todos en talleres de discusión de estas temáticas. El tema de la Escuela Nacional de Policía importa 
muchísimo, porque es uno de los pilares para esa policía que todos queremos tener aquí, 
independientemente del Partido político al que pertenezcamos. Pretendemos contar con una policía 
más profesional, con una institución educativa policial con carácter nacional que vaya, como lo 
explicaba, desde el personal subalterno, hasta los cursos superiores que se están desarrollando junto 
con la Universidad de la República. Este proyecto se va a poner en marcha una vez que finalicemos 
esta etapa de reingeniería y debemos decir que también estará sujeto a cambios que serán 
incorporados en la Ley Orgánica Policial, cuyo anteproyecto ya me fue entregado por parte de los 
técnicos a fin de que podamos comenzar a estudiarlo en el área política del Ministerio para luego abrir 
la discusión a todos los ámbitos correspondientes. 


Creo que vale la pena destacar algo bien interesante, como ser la sugerencia de que el 
futuro Centro de Formación Nacional -tal como lo llamamos- se maneje a nivel de las distintas áreas - 
ya sea de subalternos, de Oficiales, de estudios superiores o de cursos especializados- con un 
Consejo. Por ese motivo nosotros entendemos a este cargo como una especie de rectorado. 
Podríamos decir que esta ha sido la fundamentación técnica. 


Por otro lado, tengamos en cuenta que en ninguna parte el artículo -el cual he leído para 
atrás y para adelante, además de explicarlo doscientas veces- señala que el cargo no pueda ser 
ocupado por un policía. Ya dije -lo reitero con la esperanza de que, finalmente, se entienda nuestra 
intención- que dentro de los cuadros de la Escuela y de los retirados hay personal que puede tener 
este perfil técnico para constituirse en el rector que gestione el centro de formación más importante, 
casi de nivel universitario. Al respecto, destaco que a nosotros nos gustaría que tuviera nivel 
universitario, tal como está teniendo en algunos de los estudios superiores que se realizan. Entonces, 
nuestro objetivo es dar con el perfil técnico apropiado. Hoy, la Ley Orgánica nos constriñe a buscar 
entre el personal en actividad. En definitiva, nosotros queremos echar a andar el proyecto ya; luego 
vendrá la Ley Orgánica Policial que incluirá estos aspectos, sobre los cuales discutirán los señores y 
señoras Legisladores en ambas Cámaras. No podemos esperar eternamente para dar el impulso 
necesario a la formación policial que, reitero, reclaman los propios policías. Al respecto, deseo 
destacar la responsabilidad con la cual han actuado en este taller de trabajo junto con la Agencia 
Española de Colaboración Internacional, en el cual han pergeñado ese instituto que debería contener 
un Consejo por rama -con lo cual concordamos- como así también la figura de un rector que pueda dar 
impulso al soporte de un proyecto educativo porque, en definitiva, de eso se trata. 


Por otro lado, entiendo que un civil también podría ocupar este cargo; no hay que tener 
prejuicios ni pensar que con esto se busca desplazar o desconocer a la Policía. Entendamos que, a lo 
mejor, un civil pueda darle una impronta educativa importante. De cualquier manera, repito, aquí no 
dice a texto expreso, ni es nuestra voluntad, que se elimina la posibilidad de que esta tarea la cumpla 
un policía. En realidad, procuramos ampliar el horizonte; ese es nuestro único objetivo. 


Asimismo, reitero que este tema fue objeto de una larga discusión con el Círculo Policial, 
donde se tenía la visión de que desplazábamos a la Policía y luego de tres horas se entendió nuestro 
punto de vista, considerándose satisfactorias nuestras explicaciones. Lógicamente, también 
analizamos esta situación con los sindicatos. 


SEÑOR RAMELA.- Creo que corresponde destacar la importancia sustancial que atribuyo al artículo 
145. No sé si hay antecedentes en la legislación nacional al respecto, pero me parece un camino 
sumamente necesario e interesante, en un país que padece una crisis terminal del sistema carcelario, 


permitir finalmente el ingreso del capital privado para, de alguna manera, suplir esa carencia. Me 
consta -porque en su momento estuve haciendo algún estudio de la realidad de otros países- que no 
son concesiones de obra pública fáciles de armar. Claramente, hay que poner un límite muy adecuado 
de lo que se da y lo que no se da en concesión, porque supone, por lo menos para mí, un camino 
novedoso e importante que el país asume en una materia donde, desde hace muchos años, estamos 
en una crítica terminante. Aplaudo, además, esta medida porque me consta que la señora Ministra 
actúa aquí con audacia y responsabilidad ante un tema difícil, partiendo del seno de una colectividad 
política que siempre se opuso, con gran recelo y sistemáticamente, a las concesiones de obra pública. 
Creo que estamos en el camino del pragmatismo y realismo cuando nos damos cuenta de que, más 
allá de posturas filosóficas hoy bastante perimidas, este puede ser un camino bien estructurado y bien 
llevado para paliar un déficit tremendo que nuestra sociedad sufre desde hace muchos años. 


SEÑORA MINISTRA.- Quisiera hacer un brevísimo comentario. 


Es cierto que esta es una medida nueva, que se debe a la capacidad de aprendizaje de mi 
fuerza política que, además, reconoce aportes, lo que también debe anotarse, sobre todo cuando se 
habla de intransigencia y de ciertas cosas en algunos discursos; en todo caso, creo que acá está la 
prueba de ese aprendizaje, no de esta Ministra, sino del Consejo de Ministros en pleno, que discutió 
éste y otros temas. Realmente, nuestra fuerza política recoge iniciativas de la oposición que considera 
son inteligentes y personalmente quisiera que esto se reconociera. Esa fue mi actitud como 
Legisladora y ahora es mi actitud como Ministra y aquí son varios los que me conocen desde hace 
mucho tiempo. 


Todo esto no es fácil de implementar y en eso el señor Senador preopinante tiene razón. 
Justamente, por ello esta semana, concretamente el día jueves, mantendremos una reunión con el 
señor Ministro de Economía y Finanzas, contador Danilo Astori, a fin de comenzar a evaluar 
propuestas que ya hemos recibido en el Ministerio. Personalmente, aquí debemos ser cuidadosos y 
confieso que soy un poco intransigente en el sentido de que, a mi entender, hay cosas que facilitan la 
obra pública, hay cosas donde la articulación pública o privada son muy importantes, pero también hay 
aspectos de extrema delicadeza que a nuestro juicio deben seguir en manos del Estado. Por eso, creo 
que esto constituye, ante todo, un avance, un cambio importante y que significa aprendizaje y 
pragmatismo sin renunciar a los principios de nuestra fuerza política. No obstante ello, recogemos, 
asumimos y compartimos la idea del señor Senador en cuanto a que esto amerita un estudio 
cuidadoso. 


Por último, cabe acotar que hemos recibido proyectos que van construidos en módulos y uno 
puede elegir políticamente hasta qué módulo trabajar en el camino de la concesión de obra pública. 


En definitiva, quería anunciar que el día jueves nos dedicaremos, precisamente, a afinar el 
lápiz -es decir, al aprendizaje en lo que refiere específicamente a este punto- con el señor Ministro de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR LONG..- Ante todo, quiero saludar también la presencia de la señora Ministra y de su equipo. 


Me gustaría preguntar sobre los artículos 145 y 146 relacionados con el sistema carcelario. 
Debo decir que a la primera parte ya se refirió el señor Senador Ramela y tiene que ver concretamente 
con que la utilización de este mecanismo de concesión de obra pública era, obviamente, una 
innovación en nuestro país. 


Tal como se dijo anteriormente, quiero subrayar que -como es obvio- en el mundo ha habido 
experiencias extraordinariamente exitosas y también fracasos estrepitosos. Entonces, es evidente que 
habrá que ir sacando de todo esto -que ya tiene alguna década de vigencia en el mundo- las lecciones 
aprendidas para aplicarlas al nuestro. 


Ahora bien, me gustaría saber qué carácter tiene este monto que aquí se prevé de US$ 
500.000. Si bien la señora Ministra explicó que este tema se abordará más en detalle en los próximos 
días, quisiera entender cómo será la operativa que estarían visualizando en una primera instancia. 


Según creo entender, esta cifra de US$ 500.000 representaría algo así como una especie de 
contraparte del Estado en la primera etapa. Digo esto, porque si se trata de una concesión de obra 
pública, en los años 2008 y 2009 quien resulte adjudicatario hará la inversión que corresponda y 
cobrará con el correr del tiempo. Reitero que me gustaría saber cuál es la mecánica que se tiene 
pensado seguir en este tema y, por ende, qué es lo que estaría cubriendo este monto de US$ 500.000 
que está previsto en el artículo 145 del proyecto de ley. 


En el artículo 146 se establece una asignación directa al sistema carcelario por un valor de 
US$ 1:700.000 en el bienio 2008-2009, que considero un poco exigua. En este sentido, me gustaría 
que la señora Ministra nos aclarara -más allá de que aquí se habla de que se destinarán 
específicamente a los departamentos de Rivera y Treinta y Tres- en cuánto altera esto el panorama tan 
complejo -según lo ha dicho tantas veces- que hoy día tenemos en las cárceles. 


SEÑORA MINISTRA.- Si la señora Presidenta lo permite, pediría al contador Astor que dé respuesta a 
la primera interrogante planteada. 


SEÑOR ASTOR.- En el segundo inciso del artículo 145 se prevén dos partidas, una de US$ 100.000 y 
otra de US$ 500.000 que se destinarán a actividades preparatorias de elaboración de pliegos de 
condiciones y para la realización de determinados estudios que probablemente requerirán la 
contratación de consultorías. De cualquier manera, debo señalar que este segundo monto fue definido 
en última instancia a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas y no tiene que ver con los costos de 
construcción en sí mismos. Digo, por otra parte, que no sé si se va a llegar a gastar todo lo que está 
previsto para el año 2009. 


En el artículo 146 se contemplan dos partidas para los establecimientos de Rivera y Treinta y 
Tres por un monto de US$ 850.000 y US$ 800.000, respectivamente. Acá no estamos hablando del 
costo total de las obras, pero tenemos dos alternativas, porque seguramente se va a conseguir mucho 
aporte proveniente de las Comisiones de Apoyo que hay a nivel departamental -sobre todo en el 
departamento de Rivera- de las fuerzas vivas y del Ministerio de Economía y Finanzas, que asumió el 
compromiso de que, para poder ejecutar lo máximo posible en los próximos Ejercicios, nos otorgaría un 
refuerzo del crédito presupuestal en función de los ritmos de ejecución que existan. O sea que, 
además de lo que puedan aportar el propio Municipio o las fuerzas vivas, el Ministerio de Economía y 
Finanzas ha comprometido su apoyo en caso de que se requieran US$ 500.000, por la vía de refuerzo 
de rubros. 


SEÑORA MINISTRA..- En cuanto a la segunda parte de la interrogante planteada por el señor Senador, 
en el sentido de cómo influye esto en la situación crítica del sistema carcelario, debo decir que la 
construcción lo más rápido posible del establecimiento en Rivera aporta mucho. La situación en ese 
departamento es extremadamente preocupante; es una cárcel que no debería existir, porque allí no hay 
celdas, sino cordones que dividen los espacios de los presos y se cuelgan sábanas o frazadas para 
lograr alguna intimidad. Por lo tanto, no sólo es imprescindible que esto se cumpla en las condiciones 
que señaló el contador Astor, sino que la situación es tan insostenible que, fuera de la materia 
presupuestal, hemos logrado que el Ministerio de Defensa Nacional nos ceda un lugar alternativo en 
Rivera, concretamente, un Regimiento que prácticamente no está siendo usado. 


Por otra parte, no tenemos que perder de vista que para otros casos ya hay créditos 
asignados por Rendiciones de Cuentas anteriores y que hay construcciones que se están terminando y 
nos permitirían atender las situaciones más críticas de los grandes penales. 


SEÑOR KORZENIAK.- No creo que sea demasiado útil detenernos mucho en la historia de las 
Rendiciones de Cuentas; a lo sumo, podríamos analizar la del año anterior porque, precisamente, una 
Rendición de Cuentas rinde cuentas de lo que se hizo en el año que pasó. No obstante, como hubo 
ciertas referencias -amables, por supuesto- a algunas posturas históricas en esta materia de 
concesiones, quiero decir que, de acuerdo con lo que conozco a raíz de una investigación -hubo un 
año en el que di en clase Derecho Policial y Derecho Militar Constitucional, temas que nunca se daban- 
me pude enterar de que el primer planteo que se hizo en el Uruguay para construir una cárcel por vía 
de concesión lo hizo un estupendo profesor frenteamplista que se llamaba José Arlas. El fue profesor 
en la Escuela de Policía, pero su planteo no tuvo éxito, porque la jerarquía policial se opuso 


terminantemente a su aplicación. Incluso, un abogado, que no era frenteamplista -digo esto 
cordialmente- hizo una referencia a un tema doctrinario, relacionado con el hecho de que, como la 
actividad de seguridad pertenece a lo que se conoce como “cometidos esenciales del Estado”, en esa 
materia no puede intervenir nadie más. Esto lo conozco porque tuve la versión de la propuesta y las 
clases de Arlas, con quien muchos años después, ya formado el Frente Amplio, compartimos diálogos 
políticos. Cabe recordar que este profesor encabezó una de las listas del Frente Amplio -según me 
acotan mis compañeros de Bancada, la Lista 77- con el inolvidable Julio Castro. Quise traer este 
recuerdo, porque en una clase del profesor Arlas está la propuesta que, naturalmente, recibió críticas 
por esa cuestión doctrinaria que, sin duda, se puede admitir que es discutible, pero que, como bien dijo 
el señor Senador Ramela, nada impide que se haga, siempre que se tenga mucho cuidado en 
contemplar la especial naturaleza de lo que se va a construir por la vía de la concesión. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera hacer algunas reflexiones, tomando en cuenta lo que fue el texto de la 
Rendición de Cuentas del año anterior. Concretamente, voy a formular una pregunta vinculada con la 
ejecución de esas disposiciones, a la luz de lo que vemos aquí y en lo que tiene que ver con las 
vacantes. 


Recuerdo que en la Rendición de Cuentas del Ejercicio anterior se habían creado 1.700 
vacantes, de las cuales creo que 500 iban a la Dirección Nacional de Cárceles y el resto a distintas 
Unidades Ejecutoras del Ministerio del Interior. Me gustaría conocer -porque creo que ese dato también 
interesa- cuántas de esas vacantes continúan aún sin llenarse, porque no estoy seguro de si fue el 
contador Astor o la señora Ministra que mencionó la existencia de alguna dificultad para, precisamente, 
concretar el ingreso y la ocupación de esas vacantes. Esto es algo que ya escuchamos hace unos 
días, cuando la señora Ministra nos visitó en la Comisión Especial de Seguimiento de la Situación 
Carcelaria, porque creo que de 483 vacantes -de las cuales 350 correspondían a policías y guardias 
penitenciarios- se habían llenado muy pocas. Realmente me gustaría conocer el número exacto, 
porque el reclamo por más efectivos policiales en ejercicio es cada vez mayor y, en ese sentido, repito, 
quisiera conocer cómo ha funcionado la ocupación de esas vacantes. 


También me gustaría saber cuál es el sueldo básico del Inspector General, porque veo que 
acá se crea una compensación equivalente a distintos porcentajes de esa retribución. Entonces, 
quisiera que se me informara en cuánto se van a incrementar esos destinos policiales que, sin duda, 
son importantes. 


Asimismo, advierto la creación del Centro de Atención a las Víctimas de la Violencia y el 
Delito. Si mal no recuerdo, esto se creó por imperio de la Ley de Modernización y Humanización del 
Sistema Carcelario. La vez pasada sosteníamos la inconveniencia de la creación de cargos de 
particular confianza; creo que en la Rendición de Cuentas anterior ese tema estaba vinculado con el 
cargo de Fiscal Letrado Nacional de Policía. Ahora se crean dos nuevos cargos de particular confianza: 
el del Director del Centro de Atención de las Víctimas de la Violencia y el Delito y el de Director de la 
Escuela Nacional de Policía. Pregunto si estos cargos podrían ser ocupados por funcionarios policiales 
en calidad de retirados, ya que si estuvieran en actividad no podrían hacerlo. 


Por otro artículo se derogan determinados artículos de una ley que, si no me equivoco, 
refieren a la Dirección Nacional de Prevención Social del Delito. 


SEÑOR BENTANCOR.- Me permito interrumpir al señor Senador, no con la intención de coartarle la 
posibilidad de que haga todas las preguntas que considere del caso -sabe que, justamente, no me 
caracterizo por salir al cruce de estas situaciones- sino porque lo he seguido con atención y advierto 
que esas interrogantes fueron realizadas a la señora Ministra por lo menos en dos oportunidades en el 
transcurso de esta sesión. Se lo señalo para dejar en manos de la señora Ministra que vea si alguna 
parte de las preguntas del señor Senador Moreira ya fue contestada. Reitero que, desde mi punto de 
vista y en función de los apuntes que tomé desde que comenzó la sesión, por lo menos en dos 
oportunidades se hizo la misma pregunta. Simplemente, quería salvar esa situación. 


SEÑOR MOREIRA.- De ser así, lo corroboraremos en la versión taquigráfica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de que prosiga en el uso de la palabra el señor Senador Moreira, debo 
recordar que la Comisión tiene una agenda bastante rigurosa y, desde la Presidencia, queremos ser 
puntuales en su comienzo porque, de lo contrario, hacemos perder tiempo a los invitados y a los 
señores Senadores que han llegado en hora. 


Dejo sentada esa precisión y continúa en el uso de la palabra el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- La verdad es que ahora ya no sé qué pregunta puedo volver a reiterar. No sé si lo 
referente a la provisión de las vacantes fue contestado, tema que es muy importante. 


También quiero hacer una pregunta en cuanto a las retribuciones del personal policial. Hay 
un artículo que habla concretamente del Servicio 222, en el cual se establece una forma de distribución 
consistente en 80% para el policía, siempre que la prestación sea realizada fuera del horario ordinario 
del servicio y que cuando requiera equipamiento oficial suplementario se pueda rebajar. Acá se habla 
de trasladar el costo al usuario que paga el servicio. Pregunto, pues, por qué no se le traslada 
íntegramente el costo y se abona el 80% al policía. ¿Acaso hay un tema de mercado en esa materia? 


Otro tema ligado con las retribuciones del personal policial -asunto que siempre está sobre la 
mesa a los efectos de asegurar una eficiencia en la prestación de los servicios- refiere a aquellas a las 
que se le suma, además de su salario nominal y demás compensaciones, lo que perciben 
promedialmente por Servicio 222. Como a partir del 1* de julio de este año rige el Impuesto a la Renta 
de la Persona Física, nos gustaría saber si se ha hecho algún cálculo respecto a cómo puede afectar a 
los Oficiales y al personal subalterno de la policía la suma de estas compensaciones. 


Por último -no sé si ya fue preguntado- aquí se ha hablado de la Escuela Nacional de Policía 
y la señora Ministra mencionó la posibilidad de establecer un verdadero rectorado; me gustaría saber si 
se han tomado medidas o se ha buscado el perfeccionamiento en las escuelas departamentales en lo 
que refiere a la instrucción y capacitación del personal subalterno de la Policía. Consulto porque creo 
que es un proceso que mucho tiene que ver con la eficacia de los servicios policiales. La Policía no es 
sólo el Cuerpo de Oficiales, sino que también es muy importante que esté permanentemente 
capacitado el personal subalterno. 


Reitero: quisiera saber cuáles son las previsiones que se han adoptado en materia de 
escuelas departamentales y de personal subalterno, ya que no vemos que haya nada referido al tema. 


SEÑORA MINISTRA.- En realidad, no sé que hacer. ¿Empiezo de nuevo, por tercera vez? 


SEÑOR PENADES.- La señora Ministra va a tener que comenzar tantas veces como se lo solicitemos 
los Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la medida en que el horario que tenemos establecido para este Inciso 
está finalizando, la Presidencia propone a los señores Senadores integrantes de la Comisión que las 
respuestas que ya han sido dadas a preguntas que, no obstante, se reiteran, sean extraídas de la 
versión taquigráfica y que la señora Ministra sólo conteste las preguntas que no han sido realizadas o 
efectúe los agregados que considere necesarios. 


SEÑORA MINISTRA.- La verdad es que me sorprende que el señor Senador Penadés haga ciertas 
afirmaciones sabiendo el enorme respeto que tengo por esta Casa. Si tengo que contestar veinticinco 
veces la misma pregunta, el señor Senador sabe que lo voy a hacer. Del mismo modo, voy a ser muy 
respetuosa de las decisiones que aquí se adopten y si se resolvió que lo que ya fue contestado se lea 
en la versión taquigráfica, voy a responder a ciertos aspectos incluidos por el señor Senador Moreira 
que no han sido tratados hasta el momento. 


Con respecto a las vacantes puedo decir que, tal como manifestó el señor Senador, el tema 
fue muy discutido en la Comisión bicameral, sobre todo, en lo relativo a las vacantes del sistema 


penitenciario. No tengo en mi poder las cifras exactas -en la Comisión contaba con la información 
detallada para brindar, puesto que concurrí a tales efectos- y, por ello, voy a citar números globales. 


Efectivamente, para el sistema carcelario se habló de 483 vacantes, de las cuales alrededor 
de 350 eran de personal ejecutivo. Dado que nos interesa la formación, consideramos que debe 
respetarse el proceso: en primer lugar, se entra por concurso, según un perfil; posteriormente se pasa 
por un curso de formación y, por último, se comienza a trabajar. Tratándose de un proceso, obviamente 
no es acelerado. Según me decía el Director Nacional de Cárceles, no se puede lograr la 
especialización sin una mínima formación, aunque que se trate del Agente de Segunda que recién 
ingresa. 


No hemos llenado aún todas las vacantes. Estamos en proceso de completar unas doscientas 
al terminar este año, para recién finalizar la tarea en el correr del año 2008. Ahora están egresando 
unos cien funcionarios y durante este año completaríamos otra tanda más. 


Sin duda el tema de las vacantes constituye un problema complejo y en este sentido quiero 
plantear algunos puntos que tal vez no estén relacionados con el aspecto presupuestal, pero sí con el 
político y que me parece deben ser manejados por las señoras y los señores Legisladores. Nosotros 
creemos que el ingreso por concurso es importante, como también lo es el nivel de exigencia para 
acceder a la función y al respecto hemos recibido muy buenos comentarios de las distintas Unidades 
Ejecutoras y de los propios Comisarios, pero también entendemos que se debe acelerar el proceso de 
llenado de vacantes y así lo dije en la Comisión bicameral. Este no es un problema menor, se debe 
pensar con mucho cuidado y en estos términos lo dejo planteado. 


Nos preocupa muchísimo el tema de las escuelas departamentales. Queremos ir hacia la 
unificación de la formación del personal subalterno y del personal superior. Eso es lo que explicaba 
cuando hice referencia al proyecto macro de formación. Lo que nos está pasando hoy y ha venido 
ocurriendo con la Policía durante todo este tiempo es lo que pregona el viejo refrán “cada maestrito con 
su librito”; cada escuela departamental forma a los policías como se le antoja y esto sigue sucediendo. 
Nuestra utopía es que haya una formación universal y que todos, sea en Salto, Montevideo, San José 
o Treinta y Tres, reciban una formación homogénea. Y en esto me parece que hay cosas que tienen 
que ver con aspectos presupuestales y otras que deberíamos discutir en el marco de reformas que 
vendrán incluidas, sin lugar a dudas, en la ya anunciada Ley Orgánica Policial que, como les 
comuniqué, recientemente acaba de terminar su etapa de trabajo como anteproyecto. 


En cuanto a la afectación por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, tenemos un 
cuadro que voy a pedir al contador Astor que comparta con los señores y señoras Legisladoras. 


CONTADOR ASTOR.- Con respecto a la afectación del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, 
en el Ministerio del Interior hicimos una presentación para todos los contadores, liquidadores de 
sueldos y jefes de Contaduría del propio Ministerio y ahí justamente se incluyen ejemplos de la 
incidencia del impuesto en los salarios policiales. Un agente que gane $ 8.000 de sueldo y $ 4.000 por 
cumplimiento del Servicio 222 -lo que puede representar a la inmensa mayoría, ya que es una situación 
promedio- está pagando hoy alrededor de $ 100 por IRP y con el nuevo impuesto pasará a pagar $ 220 
si tuviera un hijo -o sea, poco más de $ 100 adicionales- y si tuviera dos hijos $ 130 o sea, $ 30 más. 
Reitero que esa es una situación promedio, que comprende a la inmensa mayoría del personal. 
Después hay toda una casuística muy grande, porque no todo el personal realiza el Servicio 222 y 
quienes lo hacen pueden tener 10, 50 o 180 horas, por lo que el gravamen se calcula como el de 
cualquier empleado del país. Hay una variación de montos importante, pero la situación promedio es la 
que menciono, pasando a pagar entre $ 30 y $ 100 más. 


Aprovecho para complementar la respuesta a dos preguntas más. El sueldo básico actual del 
Inspector General, que es el grado máximo de la carrera, es $ 6.446. Sobre él se aplica el primer 
porcentaje establecido en el artículo que modifica la compensación fijada por el artículo 48 de la Ley N* 
16.736. Pero a ese porcentaje, a su vez, al estar gravado con Montepío, se le aplican otros porcentajes 
de ciertas compensaciones, lo que hace que en realidad la incidencia sea casi un 54% adicional. En el 
caso del encargado de la Jefatura de Policía de Montevideo, en $ 6.446, el 84% después tiene, por 


incidencia de compensaciones porcentuales sobre haberes sujetos a Montepío, un 54% adicional, que 
da la cifra que mencionábamos hoy. 


En cuanto al artículo 222, hoy la ley establece que del 100% que se recauda, 80% debe 
pagarse al policía y el 20% restante va para fondos de recaudación que financian gastos de 
funcionamiento de las Unidades. Este artículo está motivado por la existencia de servicios especiales 
que incorporan equipamiento específico: armas automáticas o que el funcionario va a caballo o con 
can. Allí hay un precio diferencial que obliga a una distribución distinta por su propia estructura de 
costos en relación con el servicio que desempeña un funcionario que no emplea equipamiento 
adicional. La ley no permite que la distribución de los fondos recaudados esté de acuerdo con esa 
estructura de costos y por eso está el inciso segundo con la modificación del artículo 62 de la Ley N* 
13.892. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra del Interior y de sus 
asesores por las explicaciones brindadas a la Comisión. 


Informamos a la Comisión que hay cierto atraso en los repartidos por un problema de la 
imprenta. 


(Se retira de Sala la señora Ministra del Interior y sus asesores) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


